EL HONORABLE CONGRESO CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA,  EN  EJERCICIO  DE  LAS  FACULTADES  QUE  LE  CONFIERE  LOS  ARTICULOS 33 FRACCION II, Y 39  DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, EN NOMBRE DEL PUEBLO, Y
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Que mediante oficio No. 2823/011 del 10 de noviembre de 2011, los Diputados Secretarios del Congreso del Estado, en Sesión Pública Ordinaria, turnaron a la Comisión de Salud, Deporte y Fomento del Sano Esparcimiento, la Iniciativa de Ley con Proyecto de Decreto relativa a crear la Ley  de Salud Mental del Estado de Colima, presentada por el Diputado José Luis López y demás integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

SEGUNDO.- Que la iniciativa dentro de su exposición de motivos señala sustancialmente que:

· “En Colima debemos  reconocer a la salud mental como un valor humano fundamental y a la protección de los derechos de las personas con discapacidad mental como una obligación estatal, por lo que debemos crear e implementar políticas, planes y programas en la materia que beneficien a este grupo en especial situación de vulnerabilidad permitiendo mejorar la vida y bienestar mental de los habitantes del Estado.
· Es importante  retomar los grandes avances que se han logrado en el ámbito internacional y que se encuentran plasmados en incontables instrumentos internacionales de la materia. Las personas con discapacidad mental son, o pueden ser, particularmente vulnerables  al abuso y a la violación de sus derechos; la legislación que protege a las y los ciudadanos vulnerables, incluyendo a las personas con discapacidad mental o psicosocial, es el reflejo de una sociedad incluyente que respeta y se preocupa por su gente.
· La presente ley propuesta retoma ciertos de los elementos mínimos en materia de derechos humanos que toda legislación integral debe contener como definiciones inclusivas con utilización de términos adecuados en su mayoría, también se prevén diversos derechos de los usuarios de los servicios de salud mental como la confidencialidad; el derecho a la información; el abordaje interdisciplinario; las cualificaciones del personal que atiende los trastornos mentales así como su capacitación y actualización en el tema; el trato imparcial, equitativo y humanitario; la inclusión del ámbito público, privado y social; que prevé la creación de planes y programas en la materia; que se establecen campañas educativas para concientizar y sensibilizar a la población; la creación de módulos de atención en salud mental; la presentación de informes anuales de las instituciones que participen en programas y acciones en  materia de salud mental; la intervención de la psicología y la psicoterapia como parte del tratamiento a los trastornos mentales; la importancia del seguimiento a los tratamientos; la creación del Consejo de Salud Mental del Estado de Colima como órgano consultor; la creación del Sistema de Información, Vigilancia y Evaluación en Salud Mental que llevará a cabo estudios científicos en salud mental; la reinserción social; un presupuesto específico, etc.
· Consideramos que una Ley en Salud Mental acorde con los estándares nacionales es trascendental para la actualización de nuestro estado en la materia y representará un logro más  en la lucha por los derechos de las personas con discapacidad, siendo que México fue el principal promotor de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas.
· Consideramos el dirigir nuestros esfuerzos y seguir impulsando en nuestra agenda los derechos de las personas con discapacidad psicosocial cuyos derechos se seguirán viendo conculcados hasta en tanto no se cumpla cabalmente con  estándares específicos además de contar con su propio cuerpo normativo que promueva y proteja los derechos fundamentales de este sector de la población.
· Se busca establecer la definición de salud mental; garantizar el derecho a ella para todas las personas y los derechos fundamentales de los enfermos y familiares; así como asegurar la mejor atención disponible en el tratamiento, recuperación y rehabilitación. Además es la quinta causa de muerte en México y actualmente el 28.3 por ciento de los mexicanos padece alguna enfermedad mental. Asimismo, cuatro de los diez males más discapacitantes son neuropsiquiátricos: esquizofrenia, depresión, obsesión - compulsión y alcoholismo.
· Se debe establecer los principios básicos y los niveles de cuidado en los servicios de salud, así como regular las condiciones de vida en las instituciones de salud mental y garantizar el consentimiento del paciente para el tratamiento y el régimen de internamiento. “Hoy los trastornos mentales ocasionan, además de altos costos económicos, un importante impacto social, familiar, emocional y personal por el rechazo social, discriminación y falta de oportunidades de trabajo para las personas afectadas”.
· Con base en los datos de la Encuesta Nacional de Epidemiología Psiquiátrica, realizada por especialistas, se estima que en México los trastornos neuropsiquiátricos ocupan el quinto lugar como carga de enfermedad. El suicidio es la tercera causa de muerte de las personas de entre 15 y 29 años de edad; el alcoholismo afecta a 4.2 millones de individuos y se relaciona con el 9 por ciento de las cusas de mortalidad general, sobre todo por accidentes, cirrosis hepática y violencia intrafamiliar”. De ahí que los trastornos mentales se deban abordar con una perspectiva humanista, teniendo como premisa la necesidad de comprender a quienes los padecen con una mirada integral que abrace a sus emociones y a los procesos de su objetividad y, en consecuencia, la necesidad de observar en todo momento a sus derechos fundamentales. 
· Se deben establecer los criterios básicos para emitir diagnóstico, y regular el tratamiento y el tipo de atención. De igual manera se requiere exigir la certificación a las instituciones y a los profesionales de la salud psicoemocional, partiendo del reconocimiento de las bondades que los diferentes métodos y corrientes pueden aportar, pero en la idea de garantizar a la sociedad que recibirá siempre servicios profesionales y de calidad, ya sean públicos o privados y para el caso de cualquier método terapéutico, médico o psicológico por el que se haya optado. 
· Hasta el mes de octubre de este 2011 se han registrado 38 suicidios en Colima, según registros de la Procuraduría General de Justicia. Desde hace 11 años Colima no tenía un número tan elevado de suicidios. Si bien en el 2000 se llegaron a contabilizar 37 casos, uno menos que la cifra actual; en los años siguientes el estado se mantuvo en una constante de entre 20 a 30 suicidios, ocupando con esto uno de los primeros siete puestos a nivel nacional. Mientras en Colima incrementaron este tipo de muertes en la última década, la tasa en el país también subió al menos 1.3 puntos porcentuales. Ahora el Gobierno del Estado prioriza en el tema de seguridad ciudadana; la prevención al suicidio queda rezagado y la salud mental del ciudadano queda en manos de dependencias como la Secretaría de Salud, el Consejo Estatal de Salud Mental y hasta la Secretaría de la Juventud y en algunos casos el Instituto para la Atención de los Adultos en Plenitud.
· Con esta iniciativa, se pretenden establecer mecanismos para que el Estado cumpla su papel promotor, incentivando la cultura prioritaria en la prevención de la salud psicológica o mental de las personas, en las instituciones educativas, centros de labores, en la familia y la comunidad.”
TERCERO.- Después de un minucioso estudio y análisis de la Iniciativa con Proyecto de Decreto que crea la Ley de Salud Mental para el Estado de Colima, esta Comisión dictaminadora coincide parcialmente con lo expresado por el iniciador, pues es indudable que este rubro de la salud debe ser considerado como una de las necesidades básicas del ser humano, es por ello, que se deben tomar las medidas necesarias para proteger, conservar y procurar la salud mental de la población.

La salud mental es un fenómeno complejo, determinado por múltiples factores como los sociales, ambientales, biológicos y psicológicos, e incluye padecimientos como la depresión, la ansiedad, la epilepsia, las demencias, la esquizofrenia, así como los trastornos del desarrollo en la infancia, algunos de los cuales se han agravado en los últimos años. En este sentido, lograr que la población conserve la salud mental, además de la salud física, depende, en gran parte, de la realización exitosa de acciones de salud pública, para prevenir, tratar y rehabilitar.

El documento de mayor importancia en esta materia a nivel internacional, es el emitido por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 46/119, del 17 de diciembre de 1991, y denominado "Principios para la protección de los enfermos mentales y del mejoramiento de la atención de la salud mental", que funge como una carta de derechos de las personas que padecen trastornos mentales y del comportamiento. Estos principios han servido de estándar para la actividad regulatoria sobre esta materia en todo el mundo, siendo que fue por estos principios sobre los que se fundaron las observaciones realizadas en el estudio "Derechos Humanos y Salud Mental en México". 

Atendiendo a estos instrumentos internacionales, recientemente el Congreso de la Unión llevó a cabo reformas a la Ley General de Salud en materia de salud mental, con el objeto de garantizar los derechos humanos, las libertades fundamentales y los derechos generales de las personas bajo el principio de que todas los individuos tienen derecho a una atención disponible e integral de alta calidad en materia de salud mental, es decir, quienes padezcan una enfermedad mental, o que estén siendo atendidas por esa causa, serán tratadas con respeto a la dignidad inherente de la persona humana en el marco de la doctrina de los derechos humanos.      

Asimismo, es importante mencionar que en materia de salubridad general la facultad de legislar es concurrente entre la federación y las entidades federativas, sin embargo estas últimas tienen que sujetarse a la forma y los términos que establece el Congreso de la Unión a través de la Ley General de Salud, por lo tanto, este H. Congreso debe ser muy cuidadoso y no extralimitarse legislando disposiciones que vayan más allá de lo establecido por la Ley General de Salud.

En esta tesitura, si bien es imperante que se establezcan a nivel estatal los derechos de las personas que sufren de padecimientos mentales, así como los medios y políticas públicas que tiendan a garantizarles el acceso a las instituciones de salud y a la protección de sus derechos fundamentales como lo propone el iniciador, esta Comisión que dictamina no comparte la idea de crear una ley especifica en esta materia, pues se estaría incurriendo en el supuesto de crear leyes por cada problema de salud pública, lo que provocaría la saturación del marco jurídico estatal. 

Con base en lo anterior, atendiendo a la reforma federal de la Ley General de Salud y a la importancia de este rubro de la salud pública, haciendo uso de la facultad que nos otorga el artículo 134 del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, esta Comisión dictaminadora considera viable que las disposiciones que contiene el proyecto de Ley para la Salud Mental en el Estado de Colima, sean materia de adición a la Ley de Salud del Estado de Colima, con el firme propósito de lograr congruencia y una debida armonización en las leyes, así como evitar la aprobación de ordenamientos jurídicos que en razón de la materia que regulan pueden ser incorporadas al cuerpo jurídico de otras ya existentes.
Entonces pues, se propone modificar la Iniciativa de Ley para crear el Capitulo Segundo denominado “Salud Mental” en el Titulo Segundo de la Ley de Salud Estatal, donde a través de la adición del artículo 20 Bis 4 se establezca la definición de salud mental como el bienestar psíquico que experimenta de manera consciente una persona como resultado de su buen funcionamiento en los aspectos cognoscitivos, afectivos y conductuales, que le permiten el despliegue óptimo de sus potencialidades individuales para la convivencia, el trabajo y la recreación, de manera que pueda contribuir a su comunidad.

Se propone la adición del artículo 20 Bis 5 referente al derecho de toda persona que transite o habite en el Estado de Colima a la salud mental y la obligación del gobierno para garantizar el acceso a este derecho mediante una política transversal, con respeto a los derechos humanos y con un enfoque de género.

De igual forma, se propone adicionar el artículo 20 Bis 6 mediante el cual se establezcan las obligaciones del núcleo familiar para el desarrollo de las potencialidades de las personas con trastornos mentales, así la adición del artículo 20 Bis 7 en el cual se enlistan los derechos de las personas usuarias de los servicios de salud mental. 

Asimismo, la adición del artículo 20 Bis 8 que prevé la obligación del profesional de salud mental de estar debidamente acreditado para ejercer sus funciones, lo que incluye al menos, tener Cédula Profesional, Título Profesional y en su caso, certificados de especialización expedidos y registrados por las autoridades educativas competentes, con la finalidad de que el usuario corrobore que es un especialista en la materia de salud mental.

Es relevante la adición del artículo 20 Bis 9, con el cual se otorga la facultad a la Secretaría de Salud de ejercer acciones en materia de salud mental que garanticen el acceso de las personas que padezcan enfermedades mentales a servicios de salud adecuados y se instrumenten las medidas necesarias para lograr este objetivo.

Por otra parte, la Ley General de Salud, en su capítulo respectivo denominado Salud Mental, artículo 75, dispone que el internamiento de personas con trastornos mentales y del comportamiento en establecimientos destinados a tal efecto, se ajustará a principios éticos y sociales, además de los requisitos científicos y legales que determine la Secretaría de Salud federal y establezcan las disposiciones jurídicas aplicables, asimismo, adminiculado con lo previsto por el artículo 76, en el que se faculta la Secretaría de Salud federal para establecer las normas oficiales mexicanas para que se preste atención a las personas con trastornos mentales y del comportamiento; se infiere que es facultad de aquella Secretaria de Salud emitir los requisitos científicos, legales y normas oficiales mexicanas para el internamiento de personas con trastornos mentales, y la regulación de los establecimientos prestadores de estos servicios, siendo innecesario que se legisle a nivel local a este respecto, por lo tanto se omite ese apartado que integra el proyecto de la Ley de Salud Mental para el Estado de Colima y no se incorpora a la adición a la Ley de Salud del Estado de Colima.

Finalmente, la Iniciativa de Ley que se dictamina, prevé figuras como la Red, que consiste en un grupo de psicólogos para la atención de la salud mental en el Estado de Colima; los Módulos de Atención en Salud Mental; el Sistema de Información, Vigilancia y Evaluación en Salud Mental; la línea telefónica de Salud Mental y la página electrónica para brindar orientación y canalización, en su caso, así como el informe anual sobre las políticas públicas implementadas en materia de salud mental. Estas figuras que se señalan, no se incluyen en las adiciones que propone esta Comisión, en virtud de que se considera que la propia Secretaría de Salud del Estado, en atención a su estructura orgánica, personal y demás recursos materiales y presupuestales existentes, pueda dar cumplimiento a las nuevas disposiciones que ahora se plantean.
En tal virtud, la Comisión que dictamina considera que la reforma propuesta debe contener las libertades fundamentales, y los derechos generales de las personas que padecen enfermedades mentales, otorgando a la Secretaría de Salud estatal la facultad de instrumentar las acciones, lineamientos y programas que estime  pertinentes y convenientes para garantizar estos derechos y prestar los servicios que permitan su realización.

Por lo anteriormente expuesto se expide el siguiente

D  E C R E T O  No. 510
“PRIMERO.- Se reforma el Capítulo Único del Titulo Segundo y se adiciona un Capítulo Segundo denominado “Salud Mental” en el Titulo Segundo, conteniendo los artículos 20 BIS 4, 20 BIS 5, 20 BIS 6, 20 BIS 7, 20 BIS 8 y 20 BIS 9, todos de la Ley de Salud del Estado de Colima, para quedar como sigue:

CAPITULO I
……

CAPITULO II
SALUD MENTAL

ARTÍCULO 20 BIS 4.- La salud mental, se define como el bienestar psíquico que experimenta de manera consciente una persona, como resultado de su buen funcionamiento en los aspectos cognoscitivos, afectivos y conductuales, que le permiten el despliegue óptimo de sus potencialidades individuales para la convivencia, el trabajo y la recreación, de manera que pueda contribuir a su comunidad.

ARTÍCULO 20 BIS 5.- Toda persona que habite o transite en el Estado de Colima, independientemente de su edad, género, condición social, condiciones de salud, religión, identidad étnica, orientación sexual o cualquiera otro, tienen derecho a la salud mental.

El Gobierno del Estado, las dependencias e instituciones públicas, sociales y privadas, en el ámbito de sus respectivas competencias, tienen la obligación de garantizar el cumplimiento de este derecho, mediante una política transversal, con respeto a los derechos humanos y con un enfoque de género.

ARTÍCULO 20 BIS 6.- El núcleo familiar desempeña una función esencial en el desarrollo de las potencialidades de las personas con trastornos mentales, para ello deberá:

I.- 
Proporcionar apoyo, cuidados, educación, protección a la salud, alimentación suficiente  y  adecuada;

II.- 
Respetar los principios de autonomía individual, independencia, igualdad, no discriminación y todos aquellos que garanticen la igualdad en el ejercicio de sus derechos;

III.-  
Recibir apoyo por parte del Gobierno del Estado, para el desarrollo de actividades que promuevan la integración y el desarrollo de sus integrantes;

IV.-
Recibir capacitación y orientación por parte de las instituciones públicas, sociales y privadas; y

V.- 
Participar en actividades culturales, recreativas, deportivas y de esparcimiento, que contribuyan al desarrollo integral de las personas con algún trastorno mental.

Corresponde a la Secretaría, proporcionar a las personas que integren el núcleo familiar, debida asistencia, asesoría, orientación, capacitación y adiestramiento necesario para enfrentar dicha enfermedad.

ARTÍCULO 20 BIS 7.- Además de los derechos a que se refiere el artículo 20 Bis 5, las personas usuarias de los servicios de salud mental, tendrán derecho:
I.-  
Al acceso oportuno y adecuado a los servicios de salud mental;

II.- 
A la toma de decisiones relacionadas con su atención y tratamiento;

III.- 
A la atención médica en el momento que lo solicite y, en su caso, a ser atendido en las instancias de salud del segundo y tercer nivel de atención, para completar su proceso de tratamiento y rehabilitación;

IV.- 
A ser informado sobre las campañas, planes, programas y servicios que proporcione el Gobierno del Estado y las instituciones sociales y privadas en materia de salud mental;

V.- 
A conservar la confidencialidad de la información personal, a una historia clínica de conformidad con lo establecido en las normas oficiales y al anonimato de los participantes en estudios;

VI.- 
A que se informe al padre, madre, tutor o representante legal con veracidad de la condición y el posible efecto del programa, campaña o tratamiento que reciba la persona usuaria, en caso de que sea menor de edad o incapaz. Lo anterior es aplicable a toda la población, incluida aquella que se encuentra en unidades médicas de reclusorios y comunidades para adolescentes, así como a grupos vulnerables;

VII.- 
A que se le apliquen exámenes de valoración, confiables y actualizados que consideren su entorno social o característica a estudiar y a conocer los alcances y las limitaciones de las evaluaciones realizadas;

VIII.- 
A solicitar su diagnóstico diferencial, a recibir atención especializada, a contar con un plan o programa integral de tratamiento para la recuperación de sus funciones cerebrales, habilidades cognitivas, proceso de aprendizaje, así como a la reinserción al ámbito social y productivo, conservando su integridad psicológica, incluyendo a pacientes que hayan estado recluidos en un hospital o pabellón penitenciario psiquiátrico o establecimiento especializado en adiciones;

IX.- 
A ser ingresado a algún centro de internamiento mental por prescripción médica, incluyendo conductas o acciones que puedan causarle daño físico inmediato o inminente así mismo, a terceros o la propiedad, cuando la severidad de los síntomas y signos así lo indiquen, conforme a las mejores prácticas de la psicología, la psiquiatría y medicina;

X.- 
A ser egresado del centro de internamiento mental, sólo cuando el médico tratante considere que puede continuar su tratamiento en forma ambulatoria y que ya no exista el riesgo que su conducta o acciones puedan causarle daño físico inmediato o inminente, así mismo, a terceros o la propiedad;

XI.- 
A la rehabilitación que le permita la reinserción familiar, laboral y comunitaria;

XII.- 
A la accesibilidad de familiares u otras personas, en el acompañamiento de las personas usuarias de los servicios de salud mental, salvo que medie contraindicación profesional;

XIII.- 
A recibir un trato digno y con respeto a sus derechos humanos, por parte de sus familiares y a que estos le proporcionen alimentos y cuidados necesarios para su rehabilitación integral; y

XIV.-
A que no se divulgue a terceros por alguno de los medios de comunicación existentes, la atención brindada por el personal de salud mental en las diversas instituciones que presten el servicio, cuando no medie su autorización expresa, salvo disposición contraria en este y demás ordenamientos aplicables.
ARTÍCULO 20 BIS 8.- El profesional de salud mental tiene la obligación de estar debidamente acreditado para ejercer sus funciones, lo que incluye al menos, tener Cédula Profesional, Título Profesional y, en su caso, certificados de especialización expedidos y registrados por las autoridades educativas competentes, con la finalidad de que el usuario corrobore que es un especialista en la materia de salud mental.
ARTÍCULO 20 BIS 9.- Corresponden a la Secretaría, en el ámbito de su competencia, sin menoscabo de las demás que se encuentren estipuladas en esta Ley y demás ordenamientos legales, las siguientes acciones:
I.-
Elaborar el Programa de Salud Mental para el Estado de Colima, conforme a los lineamientos establecidos en la Ley General de Salud, las Normas Oficiales Mexicanas y en esta Ley, fomentando la participación de los sectores social y privado;

II.- 
Implementar de manera formal y sistemática, programas en materia de salud mental, con un enfoque de derechos humanos y perspectiva de género;

III.- 
Diseñar y ejecutar de manera permanente en los medios de difusión masiva, campañas educativas para orientar, motivar e informar a la población sobre el concepto de salud mental, los estigmas imperantes en la población, los diversos trastornos mentales existentes, los síntomas que se presentan, las formas de prevención, y modos de atención, en coordinación con las dependencias e instituciones competentes;

IV.- 
Llevar a cabo reuniones periódicas con los demás organismos centralizados, descentralizados y desconcentrados de la Administración Pública del Estado de Colima, a efecto de suscribir los instrumentos jurídicos necesarios para generar las condiciones necesarias para la rehabilitación;

V.-
Fijar, con pleno respeto a la autonomía municipal, los lineamientos de coordinación para que los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, intervengan en la promoción de la salud mental, e incentiven la participación social;

VI.- 
Implementar estrategias de coordinación de índole institucional con los prestadores de servicios de salud mental del sector público, social y privado, con la finalidad de generar convenios y acciones de coordinación para la prevención, diagnóstico oportuno, tratamiento y rehabilitación de los problemas de salud, así como en la prestación de los servicios de salud mental;

VII.- 
Coordinarse con la Secretaría del Trabajo y Previsión Social del Estado de Colima, a efecto de establecer acciones para que las personas con trastornos mentales, puedan acceder a fuentes de trabajo;
VIII.- 
Las demás acciones que contribuyan a la promoción fomento de la salud mental de la población.

TRANSITORIO
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial "El Estado de Colima".

El Gobernador del Estado dispondrá se publique, circule y observe.” 

Dado en el Recinto Oficial del Poder Legislativo, a los veintisiete días del mes de abril del año dos mil doce.

C. ENRIQUE ROJAS OROZCO

DIPUTADO PRESIDENTE

C. MÓNICA ADALICIA ANGUIANO LÓPEZ       
   C.  LEONEL GONZÁLEZ VALENCIA
DIPUTADA SECRETARIA                                   DIPUTADO SECRETARIO
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